
SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado-Ponente: Jesús Eduardo Cabrera Romero

El 1° de noviembre de 2001, la abogada AURA RAMOS MORENO, inscrita en el Inpreabogado bajo el N° 16.945, en su carácter de apoderada judicial de la ciudadana MICTAGARIS MARCANO DE SUÁREZ, cédula de identidad N° 2.152.924, interpuso acción de amparo constitucional en contra de la sentencia del 2 de agosto de 2001, pronunciada por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, en el procedimiento de estabilidad laboral intentado por su representada contra la Sociedad Mercantil GRUPO DE PROYECTOS G.P.I., C.A.

En esa oportunidad, se dio cuenta en Sala y se designó como ponente al Magistrado que, con tal carácter, suscribe la presente decisión. 

            En varias oportunidades la apoderada actora solicitó pronunciamiento de esta sala respecto a la admisibilidad, siendo la última de ellas el 31 de octubre de 2002.

Efectuada la lectura individual del expediente, para decidir se hacen las siguientes consideraciones:

ANTECEDENTES DEL CASO

La ciudadana Mictagaris Marcano de Suarez, cédula de identidad N° 2.152.924, quien fuera proyectista II, desde el día 22 de febrero de 1991 de la empresa Grupo de Proyectos G.P.I., C.A., fue despedida el 29 de octubre de 1999, por el ingeniero José Luchsinger, representante legal de dicha empresa.

La despedida acudió a la jurisdicción laboral, asumiendo la competencia sobre el caso el Tribunal Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, y solicitó la calificación del despido, para obtener un reenganche en las mismas condiciones que tenía antes del despido, así como el pago de salarios caídos. La parte demandada contestó la demanda el 22 de noviembre de 2000 admitiendo que el despido del 29 de octubre de 1999 fue injustificado, que la demandada devengaba un salario de Bs. 751.478,40 y que laboraba en un horario de ocho horas diarias de lunes a viernes, de 7:00 a.m. a 3:00 p.m, conviniendo finalmente en el reenganche de la trabajadora, al mismo puesto de trabajo que venía ocupando al momento del despido (dibujante) y en las mismas condiciones de trabajo. Además consignó cheque de gerencia por Bs. 4.183.229,76.

El Tribunal antes indicado dictó auto el 27 de noviembre de 2000 aceptando la consignación y fijando un plazo de cinco días hábiles para que la trabajadora se presentara voluntariamente a la empresa a fin de que se materializara su reenganche.

La presentación voluntaria se trató de efectuar en varias oportunidades en los días 29 y 30 de noviembre de 2000, pero las oficinas estuvieron cerradas. Fue finalmente el 1° de diciembre que la trabajadora fue atendida, donde se le comunicó que todo el personal se había trasladado a la Torre las Mercedes y que no había trabajo para ella. También se le informó que, mediante una circular se comunicó a los trabajadores que, a partir del 7 de diciembre de 2000, el horario de trabajo sería de lunes a viernes de 9:00 a.m. a 1:00 p.m. y de 2:00 p.m. a 6:00 pm. Posteriormente, mediante informe de la Inspectoría del Trabajo en el Este de la Zona Metropolitana, se estableció que no se produjo el reenganche en las mismas condiciones existentes antes del despido.

El Tribunal Séptimo de Primera Instancia del Trabajo dictó sentencia el 21 de mayo de 2001, declarando parcialmente con lugar la impugnación del convenimiento en el reenganche y pago de salarios caídos, manifestando que por el hecho que MICTAGARIS MARCANO DE SUÁREZ aceptó el reenganche y se reincorporó a la empresa, no pueden tomarse en cuenta los alegatos de que el reenganche no se produjo en las mismas condiciones existentes antes del despido, ni se ha producido la persistencia del despido, pues la misma debe ser inequívoca, lo cual no ha ocurrido en el presente caso.

Asimismo, declaró el Tribunal que la modificación de las condiciones de trabajo no puede ser conocida por el órgano jurisdiccional en un procedimiento de estabilidad laboral, el cual agota su finalidad al momento en que se produjo el reenganche de la accionante, quedando pendiente sólo el pago de salarios caídos. En lo que toca al pedimento de que los salarios caídos deben calcularse desde la fecha de despido, el Tribunal estableció, conforme a jurisprudencia reiterada, que se excluyen de los salarios caídos el lapso de inactividad por parte de la accionante, vale decir, del 23 de noviembre de 1999 (recepción de la calificación de despido) al 4 de julio de 2000 (ampliación de la solicitud), por aplicación del principio de igualdad de las partes en el proceso (art. 15 del Código de Procedimiento Civil) y art. 61 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual establece expresamente la exclusión para el cálculo de los salarios caídos de los períodos de inacción del demandante.

Apelada tal decisión, el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial dictó sentencia el 2 de agosto del 2001, declarando: 1) sin lugar la apelación interpuesta; 2) homologando la voluntad manifiesta del patrono de convenir en el reenganche, producida ante el Juez de Primera Instancia y equivalente a una confesión con respecto a que el despido fue injustificado, por lo que se encuentra dicha voluntad ajustada a Derecho con eficacia y autoridad de cosa juzgada a los fines de la calificación de despido (fijándose en esta Segunda Instancia las condiciones y plazos para el cumplimiento de lo convenido y sus respectivas consecuencias, conducta omisiva en la que incurrió el Tribunal de Primera Instancia); 3) considerando suficiente la consignación efectuada por la empresa demandada; y 4) dando por terminado el procedimiento de estabilidad.

DE LA ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL

La abogada Aura Ramos Moreno, actuando en representación de la ciudadana MICTAGARIS MARCANO DE SUÁREZ, ejerce acción de amparo constitucional contra las sentencias de los Juzgados Séptimo de Primera Instancia y Superior del Trabajo, dictadas el 21 de mayo y 2 de agosto de 2001, respectivamente, porque:

a) Ambos jueces con sus sentencias actuaron “fuera de su competencia” e incurren en “abuso de poder” al determinar que de la cantidad de los salarios caídos que debieron pagarse a MICTAGARIS MARCANO DE SUÁREZ debían excluirse el período de inacción del demandante, pues no existe norma jurídica expresa que lo establezca, violándose el numeral 3 del artículo 89 de la Constitución, que establece el principio de la norma más favorable al trabajador, cuando hubiere dudas en la aplicación o concurrencia de varias normas, o en la interpretación de una determinada norma.

b) La sentencia del Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo incurrió también en “abuso de poder” al determinar que por el hecho que MICTAGARIS MARCANO DE SUÁREZ acudió voluntariamente a la empresa para reincorporarse al cargo que desempeñaba antes del despido, aceptó el reenganche, y no le es permitido alegar que el reenganche no ocurrió en las mismas condiciones que tenía antes del despido, pues debía entonces aplicarse el artículo 103 de la Ley Orgánica del Trabajo, y considerarse despedida indirectamente.

c) El Tribunal Superior Primero también incurre en “abuso de poder” al actuar “fuera de su competencia”, pues en vez de examinar unos documentos que las partes consignaron en los autos, determinando que de los mismos no se deduce ningún incumplimiento por parte de la demandada a las condiciones que debieron establecerse para el reenganche, debió previamente a ello reponer la causa para que el Tribunal de Primera Instancia cumpliera las condiciones establecidas por la Alzada, infringiendo la garantía contemplada en el artículo 21 (igualdad ante la ley) de la Constitución, numerales 1 (no discriminación) y 2 (garantía de las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva).

d) El Tribunal Superior Primero también violó la garantía procesal establecida en el artículo 49 (debido proceso), numeral 1 de la Constitución, pues los alegatos de la defensa esgrimidos ante el Tribunal no fueron decididos con arreglo a los fundamentos  expuestos, infringiendo el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, ya que la decisión no se atuvo a lo alegado y probado en autos, sacando elementos de convicción fuera de los mismos. En tal sentido, la actitud del Tribunal Superior -según aduce la apoderada actora- fue discriminatoria y desigual, decidiendo a favor de la parte demandada, sin que haya demostrado nada que le favoreciere y dejando a MICTAGARIS MARCANO DE SUÁREZ en estado de indefensión.

En el petitorio, de la presente acción de amparo constitucional se solicita que se revoque la sentencia del Juzgado Superior Primero del Trabajo del 2 de agosto de 2001 y que se ordene la restitución de la situación jurídica infringida por la parte agraviante, vale decir, la determinación de que la conducta asumida por la parte demandada, para reenganchar a MICTAGARIS MARCANO DE SUÁREZ fue incumplida porque no se le reincorporó en las mismas condiciones que tenía antes del despido injustificado, lo que debe interpretarse como una persistencia en el despido y en consecuencia se procederá a la determinación de las sumas adeudadas por concepto de las prestaciones sociales que le corresponden de preaviso, antigüedad, salarios caídos, vacaciones, bono vacacional, utilidades, intereses, etc., de conformidad con lo establecido en los artículos 125 y 126 de la Ley Orgánica del Trabajo.

También se solicita una medida preventiva de embargo sobre los créditos que la empresa demandada tiene contra las empresas Edelca y Caroní, en razón del Proyecto que Grupo de proyectos g.p.i, c.a.  elabora para las mismas, hasta cubrir la suma de cuarenta millones de bolívares (Bs. 40.000.000,00), en que se estiman las prestaciones y otros conceptos laborales resultantes de la relación laboral de MICTAGARIS MARCANO DE SUÁREZ con la demandada, con base al parágrafo primero del artículo 588 del Código de Procedimiento Civil.

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR

En primer lugar, debe esta Sala pronunciarse respecto de su competencia para conocer de la presente acción. Corresponde a la Sala Constitucional el conocimiento de las acciones de amparo incoadas contra las sentencias dictadas en última instancia por los Tribunales Superiores de la República, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo y las Cortes de Apelaciones en lo Penal, cuando éstas infrinjan directa e inmediatamente normas constitucionales, y a tal efecto, reiterando los criterios sostenidos en sentencias de 20 de enero de 2000 (Casos: Emery Mata Millán y Gustavo Domingo Ramírez Monja); 14 de marzo de 2000 (Caso: Elecentro); y 8 de diciembre de 2000 (Caso: Yoslena Chanchamire), en concordancia con el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, se considera competente, y así se declara.

En el caso que nos atañe, la presunta violación a los derechos y garantías constitucionales proviene del fallo del Juzgado Superior, por lo tanto, la acción de amparo que surge de la presunta violación es la indicada en el artículo 4 de la  Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, que regula la acción de amparo contra sentencias. 

Una vez identificada la presente acción de amparo, como un amparo contra sentencia, pasa esta Sala a examinar el caso de autos, y al efecto observa:

Como punto previo considera pertinente esta Sala acotar que en un caso como el presente se impugna mediante el amparo constitucional la decisión del segundo grado de jurisdicción, es decir, el fallo del Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas y no la del Juzgado que decidió en primera instancia, vale decir, la del Tribunal Séptimo de Primera Instancia del Trabajo, como ha pretendido la accionante, por lo tanto para la decisión del caso bajo análisis se desecharán los alegatos relativos a esta última decisión.

Los requisitos de procedencia de la acción de amparo contra sentencias judiciales se encuentran señalados en el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. La jurisprudencia reiterada de este Tribunal Supremo de Justicia ha interpretado que para que proceda la misma es necesario que: a) el juez de quien emanó el acto presuntamente lesivo haya incurrido en una grave usurpación de funciones o abuso de poder, b) que tal proceder ocasione la violación de un derecho constitucional y, finalmente, c) que se hayan agotado todos los mecanismos procesales existentes, o que los mismos resulten inidóneos para restituir o salvaguardar el derecho lesionado o amenazado.

Como ya se ha indicado en sentencias anteriores, específicamente en la del 27 de julio de 2000 (Caso: Segucorp) y en la sentencia del 4 de abril de 2001 (Caso: Cilo Antonio Anuel Morales), “en el procedimiento de amparo el juez enjuicia las actuaciones de los órganos del poder público o de los particulares, que hayan podido lesionar los derechos fundamentales. Pero, en ningún caso, puede revisar, por ejemplo, la aplicación o interpretación del derecho ordinario, por parte de la administración o los órganos judiciales, a menos que de ella se derive una infracción directa de la Constitución”. Sin embargo, también ha precisado esta Sala Constitucional, en decisión del 28 de julio de 2000 (Caso: Luis Alberto Baca) ratificada el 2 de marzo de 2001 (caso: Genadio Alfonso Moreno), que “en materia de amparo constitucional, las sentencias que dicten en última instancia los tribunales distintos a la Sala Constitucional, sólo podrán ser objeto de amparo si ellas contienen infracciones a derechos y garantías constitucionales de las partes, que versen sobre un agravio no juzgado en dichas causas (...)”. 

Es por ello que la Sala ha advertido que el amparo contra sentencias no es un medio idóneo para plantear nuevamente ante un Tribunal el asunto que ya fue resuelto por otro mediante sentencia firme, ya que no actúa el juez de amparo como una segunda o tercera instancia sino como un tribunal de la constitucionalidad del fallo judicial, y que, como corolario, en caso de que lo que se cuestione al fallo no sean las vulneraciones constitucionales de suma gravedad -la usurpación de funciones o el abuso de poder-, sino la apreciación o criterio del juzgador sobre los hechos controvertidos o el derecho aplicable, entonces, la acción deberá ser desestimada por el Juez.

La acción de amparo procede, entonces, cuando se produce de alguna forma un menoscabo del goce y el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales, lo cual puede provenir del desconocimiento, de la errónea aplicación, o de la falsa interpretación de la ley, que atenta contra un derecho o garantía constitucional.

Sin embargo, hace falta destacar que la incorrecta aplicación de una norma o los errores en su interpretación no constituyen per se una infracción constitucional, al igual que las respectivas valoraciones de las pruebas que realice el juez de la causa, ya que es del ámbito del juzgamiento de los jueces corregir los errores que puedan producir nulidades. En el presente caso, se trata de acceder a una nueva instancia judicial o administrativa, o de lograr la sustitución de los medios ordinarios para la tutela de los derechos o intereses; y no, de la reafirmación de los valores constitucionales, que es lo que busca la pretensión de amparo.

Observa la Sala que, el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas dictó en el caso una decisión ajustada a su actuar como tribunal de segunda instancia, en donde consideró, haciendo uso de su potestad jurisdiccional de juzgar la procedencia o no de las acciones o solicitudes que ante él se planteen, que no había lugar a la apelación interpuesta; que quedaba homologada la voluntad manifiesta del patrono de convenir en el reenganche producida ante el Juez de Primera Instancia; que se consideraba suficiente la consignación efectuada por la empresa demandada; y que daba por terminado el procedimiento de estabilidad. Es decir, que juzgó sobre el mérito de la causa sometida a su conocimiento.

Asimismo, en el presente caso lo que se observa es una disconformidad del accionante con la decisión impugnada, que le fuera adversa, lo cual no es suficiente para que la acción de amparo contra decisiones judiciales proceda, de conformidad con el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. 

No encuentra la Sala, por tanto, que con las decisiones del Juzgado presunto agraviante se estén violando alguno de los derechos denunciados por la accionante, por lo tanto estima que no cumple con los requisitos especiales a que alude el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, que hacen posible la procedencia de la acción de amparo contra decisiones judiciales, y así se declara.

Finalmente, observa la Sala que, en el petitorio de la accionante lo que se pretende es, no que el amparo constitucional reestablezca el goce de derechos subjetivos y garantías constitucionales supuestamente violentadas por la decisión de segunda instancia, sino que el amparo constitucional se subrogue a un procedimiento judicial ordinario de cobro de prestaciones sociales, no siendo éste la finalidad del amparo constitucional ni tampoco la del procedimiento de estabilidad laboral, y así se declara.

Decisión

Por las razones expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República, y por autoridad de la ley, declara IMPROCEDENTE in limine litis, la acción de amparo constitucional interpuesta por la abogada AURA RAMOS MORENO, inscrita en el Inpreabogado bajo el N° 16.945, en su carácter de apoderada judicial de la ciudadana MICTAGARIS MARCANO DE SUAREZ, en contra de la sentencia del 2 de agosto de 2001, pronunciada por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del área Metropolitana de Caracas.

Publíquese y regístrese. Archívese el expediente. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada, en el Salón de Audiencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, a los  12 días  del  mes de  mayo de  2003.  Años:  193º  de  la  Independencia  y  144º  de  la  Federación.

 El Presidente de la Sala,

IVÁN RINCÓN URDANETA
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